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Del compromiso a la capacidad: 
Un plan de acción basado en evidencia para implementar 

la Recomendación del CAD sobre el entorno favorable para la sociedad civil 
(2026-2031) 

 

¿Por qué esta nota (y por qué ahora)? 

En julio de 2021, los miembros del Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) de la OCDE adoptaron la 
Recomendación sobre el entorno favorable para la sociedad civil en la cooperación para el desarrollo y 
la asistencia humanitaria. La Recomendación insta a los proveedores de apoyo al desarrollo a actuar en 
torno a tres pilares interrelacionados: 

1. Respetar, proteger y fomentar el espacio cívico: garanFzar un entorno jurídico y normaFvo 
favorable y apoyar las libertades de asociación, reunión y expresión. 

2. Apoyar y colaborar con la sociedad civil: proporcionar recursos flexibles y oportunidades de 
parFcipación significaFvas. 

3. Incen<var la efec<vidad, la transparencia y la rendición de cuentas de las organizaciones de la 
sociedad civil (OSC).  

Cinco años después, el mundo se ve muy diferente. Las OSC que respondieron a la encuesta del CAD de 
2025 sobre los cinco años de implementación de la Recomendación acogieron con saFsfacción el rol de 
esta como estándar global, pero señalaron que los proveedores han logrado avances parciales. En general, 
los encuestados subrayaron que la Recomendación es aún más relevante ahora que en el momento de 
su adopción, pero que sus promesas siguen sin cumplirse en gran medida o no han logrado contrarrestar 
las tendencias actuales hacia el deterioro del entorno de la sociedad civil. 

La encuesta revela una brecha de implementación cada vez mayor: los proveedores han logrado avances 
puntuales (por ejemplo, las fuentes de financiamiento para sistemas de alerta temprana y fondos de 
protección flexibles), pero muchas organizaciones de la sociedad civil perciben que los esfuerzos se han 
estancado o han disminuido en todos los pilares. La reducción del espacio cívico, la represión digital, los 
drásFcos recortes de la ayuda y las narraFvas poliFzadas representan hoy amenazas existenciales para la 
sociedad civil.  

Esta nota traduce las conclusiones de la encuesta en una agenda de acción concisa para los miembros del 
CAD y el Secretariado. Se basa en los datos de la encuesta a las OSC, en información procedente de 
iniciaFvas de la sociedad civil como el Sistema de la UE para un entorno favorable o el Civicus Monitor, y 
en la propia Recomendación del CAD para proponer medidas prácFcas y con plazos concretos que acorten 
la brecha entre los compromisos y la prácFca. 

1. El problema central: una brecha de implementación cada vez mayor 

Los encuestados idenFficaron una serie de factores adversos que se refuerzan mutuamente: 

https://legalinstruments.oecd.org/api/print?ids=666&lang=en
https://legalinstruments.oecd.org/api/print?ids=666&lang=en
https://ifpfip.sharepoint.com/:b:/s/SharingSpace/IQC3UnvMoZmnQ4ij5fWueGmBASEjObottaiEwYgM6_IbiX0?e=rfdzVR
https://eusee.hivos.org/
https://monitor.civicus.org/
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• Los recortes y la reordenación de prioridades de la AOD perjudican el espacio cívico. Las drásFcas 
reducciones de la asistencia oficial para el desarrollo y el cambio hacia las prioridades geopolíFcas 
de los proveedores han marginado a los actores de base y han disminuido la atención prestada a 
los derechos humanos. 

• Reducción de la capacidad de respuesta rápida. Se han cerrado mecanismos de protección de 
emergencia como el fondo Lifeline, lo que ha debilitado la capacidad de la comunidad 
internacional para responder a amenazas graves. 

• La represión digital se acelera. Las prohibiciones de plataformas, los cierres y la vigilancia intrusiva 
se uFlizan cada vez más para imponer restricciones al espacio cívico, pero el apoyo de los 
proveedores sigue siendo limitado y ad hoc. 

• Respuestas lentas y fragmentadas a pesar de las alertas tempranas. La sociedad civil ha 
documentado casos repeFdos de represión violenta de las protestas y leyes restricFvas en los que 
las respuestas de los miembros del CAD fueron reacFvas y descoordinadas. 

• Cambio de prioridades de los proveedores, poli<zación y securi<zación de la ayuda. Varios 
encuestados señalaron que la cooperación al desarrollo se alinea cada vez más con los intereses 
geopolíFcos, comerciales y de seguridad de los países donantes, desviando recursos del desarrollo 
basado en los derechos y reduciendo el mandato del espacio cívico. Para un número creciente de 
proveedores, el fortalecimiento de la sociedad civil y los valores democráFcos ha pasado a ser una 
prioridad menor.  Las narraFvas militarizadas y las estrategias de «prioridad a la inversión» diluyen 
los compromisos con la sociedad civil, socavando el modelo de tres pilares de la Recomendación 
sobre la cooperación entre el Estado, el mercado y la sociedad civil. 

• Erosión del diálogo y la confianza. Muchas organizaciones de la sociedad civil informan de un 
declive en la parFcipación significaFva con algunos gobiernos donantes: las consultas son ad hoc 
o simbólicas, la sociedad civil es tratada principalmente como un proveedor de servicios, y el 
temor a represalias desalienta la incidencia políFca. Este deterioro de la confianza, no solo con el 
gobierno sino también con los actores de la sociedad civil, obstaculiza la cocreación de políFcas y 
socava los compromisos con el desarrollo parFcipaFvo. 

• Modalidades de apoyo restrictivas y rígidas de los proveedores a la sociedad civil. Se han logrado 
avances limitados en el financiamiento predecible y flexible para las organizaciones de la sociedad 
civil, el apoyo directo a la sociedad civil en los países asociados y la opFmización de los 
procedimientos. Las modalidades de financiamiento programáFco y básico son esenciales para 
reforzar el desarrollo liderado a nivel local. 

• Disminución del apoyo a la par<cipación pública. El cambio de acFtud del público, especialmente 
el auge del populismo y el egocentrismo en los países donantes, ha desafiado los cimientos de la 
cooperación internacional para el desarrollo. Sin embargo, el apoyo de los proveedores a la 
parFcipación pública es marginal y, a menudo, una prioridad cada vez menor para ellos. 

Al mismo Fempo, hay avances que se pueden aprovechar: los proveedores han inverFdo en mecanismos 
de seguimiento y alerta temprana (por ejemplo, el EU SEE) y han proporcionado apoyo flexible a 
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defensores de los derechos humanos, organizaciones de mujeres, seguridad digital y medios de 
comunicación independientes en algunos contextos. Sin embargo, estos avances son desiguales e 
insuficientes en relación con el ritmo de deterioro. 

2. GaranCzar la plena implementación de la Recomendación desde la perspecCva del entorno 
favorable 

Con el fin de respaldar una implementación coherente y efecFva de la Recomendación del CAD, la presente 
nota anima a los miembros del CAD a adoptar una perspecFva centrada en el entorno favorable, como 
forma prácFca de implementar los tres pilares de la Recomendación a través de toda la gama de 
condiciones que moldean la capacidad de la sociedad civil para contribuir a la cooperación al desarrollo y 
a la asistencia humanitaria. 

En la prácFca, las partes interesadas a veces uFlizan «espacio cívico» y «entorno favorable» de manera 
solapada. En lugar de introducir nuevas disFnciones, la prioridad es garanFzar que la implementación 
abarque todo el espectro de factores que afectan a la sociedad civil, captando tanto las restricciones 
(incluidas las limitaciones de la «zona gris», como el acoso administraFvo, las restricciones a las fuentes 
de financiamiento extranjeras, las barreras burocráFcas, los discursos esFgmaFzantes y las medidas de 
represión digital) como los apoyos posiFvos (como las fuentes de financiamiento predecibles, la 
parFcipación y las medidas de protección). 

Para que este enfoque sea medible y aplicable, la sociedad civil recomienda establecer normas medibles 
y aplicables en torno a las dimensiones fundamentales de un entorno favorable, que son centrales para 
los compromisos de la Recomendación: 

1. Respeto y protección de las libertades fundamentales de la sociedad civil (asociación, reunión, 
expresión, incluida la protección efecFva de los actores vulnerables, como los defensores de los 
derechos humanos, los acFvistas medioambientales y otras personas con un riesgo elevado de 
sufrir acoso, inFmidación o violencia, así como garanFzar la independencia judicial, el acceso a la 
jusFcia y la rendición de cuentas por violaciones graves de los derechos humanos); 

2. Un marco jurídico y norma<vo que respalde la labor de los actores de la sociedad civil (leyes 
sobre ONG mínimamente restricFvas, no discriminatorias y favorables, normas proporcionadas 
contra el blanqueo de capitales y el terrorismo de acuerdo con las normas del Grupo de trabajo 
sobre la prevención del blanqueo de capitales y el terrorismo relaFvas a la sociedad civil); 

3. Recursos accesibles, previsibles y sostenibles (financiamiento básico y para programas, 
filantropía nacional, AOD previsible); 

4. Un Estado abierto y recep<vo (parFcipación inclusiva, rendición de cuentas y diálogo); 

5. Un discurso y unas narra<vas públicas favorables (lucha contra las campañas de despresFgio, 
reconocimiento de la legiFmidad de la sociedad civil, parFcipación pública, transición de la caridad 
a la solidaridad); 

6. Acceso a un entorno digital seguro (ausencia de vigilancia, acceso a un Internet abierto, 
herramientas de seguridad digital). 
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Este enfoque respalda la implementación en los tres pilares de la Recomendación al vincular la protección 
del espacio cívico con una dotación de recursos sostenida, una parFcipación significaFva y una rendición 
de cuentas adecuada a su finalidad que no pueda uFlizarse como arma contra la sociedad civil. 

Hacer explícitas estas dimensiones ayuda a traducir la Recomendación de un compromiso basado en 
principios a un marco operaFvo: los proveedores pueden integrarlas en estrategias y marcos de resultados, 
asignar responsabilidades, presupuestar en consecuencia y responder antes cuando surjan riesgos. 

3. Un plan de acción para los adherentes al CAD y el Secretariado (2026-2031) 

Las diez medidas siguientes traducen las conclusiones de la encuesta a las OSC en expectaFvas concretas. 
Complementan los conjuntos de herramientas de la Recomendación al especificar los desencadenantes, 
los plazos y las responsabilidades operaFvas. 

3.1 Hacer explícito el entorno favorable en un enfoque gubernamental integral 

Garan<zar que los compromisos de la Recomendación cuenten con respaldo polí<co y que la perspec<va 
del entorno favorable se integre en las polí<cas, la programación y la diplomacia para respaldar su 
implementación sistemá<ca. Los proveedores deben desarrollar estrategias integrales de espacio cívico 
elaboradas conjuntamente con la sociedad civil. Un enfoque gubernamental integral incluye la 
coordinación entre los ministerios competentes, dotar a las misiones en el extranjero de orientación y 
herramientas de diagnósFco, la formación del personal, incenFvos al rendimiento y la rendición de cuentas 
interdepartamental.  

Estas estrategias deben integrar las seis dimensiones anteriores en todas las estrategias, marcos de 
resultados, revisiones por pares y conjuntos de herramientas de los países donantes. Los proveedores 
deben uFlizar un lenguaje coherente al comunicar sus compromisos: aplicar la perspecFva del entorno 
favorable como marco prácFco para la implementación y garanFzar que las medidas relaFvas al «espacio 
cívico» aborden todo el espectro de restricciones, incluidas las barreras de la «zona gris» (restricciones 
administraFvas, restricciones a las fuentes de financiamiento extranjeras, etc.) que a menudo limitan a la 
sociedad civil en la prácFca.  

Este cambio se ajusta a la convocatoria de la Recomendación del CAD a favor de un diálogo estructurado, 
insFtucionalizado y accesible en el diseño de políFcas y programas, así como a sus disposiciones sobre el 
apoyo a los actores de la sociedad civil como agentes humanitarios y del desarrollo independientes 
mediante un apoyo flexible, predecible y directo. 

3.2 Ins<tucionalizar la alerta temprana → una sólida coordinación de los proveedores para una 
acción temprana 

Crear un protocolo sencillo que convierta las alertas de la sociedad civil en una acción coordinada de los 
proveedores. Dichos protocolos a nivel de proveedores o de países, elaborados conjuntamente con las 
organizaciones de la sociedad civil locales para garanFzar su perFnencia y legiFmidad, pueden permiFr 
una acción más rápida y coordinada, a fin de responder de manera más oportuna a las alertas acFvadas 
por la sociedad civil sobre proyectos de leyes con restricciones, represión violenta de las protestas o cortes 
de acceso a Internet. Una norma operaFva mínima debería incluir: 
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• Tipos de factores desencadenantes: violaciones de las libertades fundamentales (p. ej., detención 
de manifestantes pacíficos); incidentes de violencia, vigilancia, inFmidación o acoso (p. ej., 
agresiones a periodistas); cambios legislaFvos (p. ej., proyectos de ley sobre ONG, fuentes de 
financiamiento extranjeras o lucha contra el blanqueo de capitales); cambios financieros (p. ej., el 
anuncio por parte de un proveedor importante de la reFrada de sus fondos desFnados a 
organizaciones de la sociedad civil); juicios y resoluciones judiciales (p. ej., sentencias sobre las 
acFvidades de una ONG o la detención de acFvistas); cambios en los discursos o narraFvas 
políFcas (p. ej., un presidente que tacha a las organizaciones de derechos humanos de «agentes 
extranjeros», lo que conlleva un mayor escruFnio y presión sobre estos grupos); relaciones 
internacionales, como sanciones o influencias diplomáFcas (p. ej., sanciones internacionales 
impuestas a un país, lo que da lugar a restricciones en las fuentes de financiamiento para las 
organizaciones de la sociedad civil locales); leyes generales contra la ciberdelincuencia y 
herramientas de vigilancia (Pegasus) uFlizadas contra actores cívicos. 

• Plazo: en un plazo de 30 días desde una alerta creíble, decidir una respuesta coordinada; más 
rápido cuando se produzcan actos de violencia o cortes de acceso a internet. 

• Conjunto de medidas: gesFones o declaraciones conjuntas, diplomacia discreta, implicación de 
representantes de OSC y defensores de los derechos humanos a todos los niveles, apoyo jurídico 
o de protección de emergencia, aprobaciones de subvenciones aceleradas, adaptaciones flexibles 
de los contratos, apoyo psicosocial. 

Las embajadas y misiones deben contar con mandatos explícitos, protocolos listos para su implementación 
y recursos para implementar dichos protocolos. El conjunto de herramientas «Co-ordina<ng Ac<on for 
Civic Space» subraya que los sistemas de alerta temprana son esenciales en contextos en los que el 
espacio cívico se está reduciendo y permiten a los responsables anFcipar respuestas adecuadas y 
aprovechar las aperturas.  

3.3 U<lizar el seguimiento de las OSC como evidencia formal para la toma de decisiones 

Tratar los sistemas de seguimiento independientes de las OSC (por ejemplo, EU SEE, Civicus Monitor, V-
Dem) como aportaciones opera<vas primarias. La encuesta a las OSC destaca el apoyo a las iniciaFvas de 
seguimiento y alerta temprana. Los proveedores deberían generalizar la integración de estos datos en los 
análisis de riesgos, las decisiones de diseño y los mensajes diplomáFcos. El personal debe estar formado 
y ser responsable (diplomáFcos, funcionarios, etc.) de responder a las alertas, no solo de tomarlas en 
conocimiento. En la actualidad, es posible que los puntos focales de la sociedad civil conozcan las 
herramientas, pero las unidades sectoriales o financieras (y el liderazgo políFco) a menudo no las conocen, 
lo que limita la influencia en la programación y las decisiones políFcas; las respuestas siguen siendo 
reacFvas. El programa EU SEE descrito en el conjunto de herramientas de Acción Coordinada ejemplifica 
este enfoque: establece un mecanismo de alerta temprana y seguimiento que recopila datos casi en 
Fempo real sobre los cambios en el entorno favorable y desencadena acciones de incidencia políFca. 

3.4 Emplear la Recomendación de forma proac<va en la elaboración de leyes y polí<cas 

Hacer referencia a la Recomendación en el diálogo polí<co, no solo después de que se hayan adoptado 
leyes restric<vas. La sociedad civil insta a los proveedores a citar la Recomendación cuando dialoguen con 

https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/publications/reports/2025/06/co-ordinating-action-for-civic-space_176b67ee/61416414-en.pdf
https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/publications/reports/2025/06/co-ordinating-action-for-civic-space_176b67ee/61416414-en.pdf
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los gobiernos sobre leyes relaFvas a las ONG, restricciones a la financiación extranjera, marcos de lucha 
contra el blanqueo de capitales y el terrorismo, y legislación sobre ciberdelincuencia y seguridad en línea. 
Las embajadas y misiones deberían recomendar salvaguardias mínimas de parFcipación en la elaboración 
de leyes y políFcas (noFficación previa, circuitos de retroalimentación, modalidades seguras), con modelos 
extraídos de prácFcas posiFvas. Los proveedores también deberían financiar los análisis jurídicos, la 
creación de coaliciones y los costes de parFcipación para que las organizaciones de la sociedad civil, 
incluidas las de los países asociados, puedan influir en los borradores antes de su aprobación. Cuando las 
leyes violan claramente las normas del espacio cívico, los proveedores deberían reconsiderar el apoyo 
presupuestario no esencial, al Fempo que manFenen o aumentan el apoyo directo a la sociedad civil. La 
propia Recomendación hace hincapié en que los actores de la sociedad civil deben parFcipar en el 
establecimiento de prioridades, el diseño, la implementación, el seguimiento y la evaluación de políFcas 
y programas a través de un diálogo estructurado, insFtucionalizado e inclusivo. El conjunto de 
herramientas «Shi_ing Power with Partners» se hace eco de esto, aconsejando que las organizaciones de 
la sociedad civil de los países asociados se incluyan en los órganos de toma de decisiones y en los diálogos 
sobre políFcas, y que los proveedores apoyen la concesión parFcipaFva de subvenciones y la toma de 
decisiones equitaFva. 

3.5 Proteger y dotar de recursos a la sociedad civil de manera programá<ca, incluyendo la 
incidencia polí<ca como un bien público fundamental 

Permi<r explícitamente la incidencia polí<ca, las funciones de vigilancia y las campañas públicas en 
todos los instrumentos de financiamiento. Las directrices de los proveedores a veces restringen la 
incidencia políFca o la consideran inelegible. Las planFllas de contratos y los diseños de programas deben 
afirmar que el diálogo sobre políFcas y la movilización son legíFmos, incluso en cuesFones delicadas. Los 
proveedores deben evitar restricciones internas que imiten los discursos sobre «agentes extranjeros». La 
Recomendación insta a los proveedores a apoyar a los diversos actores de la sociedad civil como agentes 
independientes del desarrollo y la ayuda humanitaria, en parFcular a aquellos que representan a 
personas en situaciones vulnerables o marginadas, aumentando el apoyo flexible y predecible, incluido el 
financiamiento básico y basado en programas. Esta independencia financiera sustenta su capacidad para 
promover causas y pedir cuentas a los gobiernos. 

3.6 Reformar las polí<cas de los proveedores para permi<r un desarrollo liderado localmente y 
el reparto de riesgos 

Los proveedores deben potenciar el liderazgo de las OSC de los países asociados en las inicia<vas de 
desarrollo mediante un apoyo básico y programá<co, el respaldo a las coaliciones dirigidas a nivel local 
y el paso de un cumplimiento estricto y uniforme a modelos proporcionados y basados en el riesgo. Las 
políFcas actuales de los proveedores, el apoyo orientado a proyectos concretos limitado y el cumplimiento 
rígido limitan gravemente la convocatoria de la Recomendación a establecer alianzas equitaFvas y una 
sociedad civil sólida e independiente en los países asociados. La encuesta señala que los rígidos requisitos 
de presentación de informes, auditoría y registro excluyen a las organizaciones de la sociedad civil 
pequeñas y en situación de riesgo. Los proveedores deberían considerar un cumplimiento por niveles 
adaptado al tamaño y al contexto de la organización, la armonización de la presentación de informes entre 
los proveedores, el reconocimiento de los marcos de rendición de cuentas desarrollados por las 
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organizaciones de la sociedad civil y un cambio de la transferencia de riesgos al reparto de riesgos. En 
lugar de trasladar el riesgo a los aliados de los países en desarrollo, el riesgo se asume y gesFona de forma 
conjunta según las capacidades y los roles. 

Los proveedores deberían adoptar y reconocer acFvamente las normas impulsadas por las OSC (por 
ejemplo, los principios de Estambul o la Norma Humanitaria Esencial) en los procesos de diligencia debida, 
reduciendo la duplicación y potenciando la rendición de cuentas local. Las reformas en materia de 
cumplimiento deben incen<var el financiamiento directo a los actores locales, en lugar de jusFficar por 
defecto una mayor intermediación. Estas propuestas están firmemente arraigadas en la Recomendación 
del CAD, que insta a los proveedores a op<mizar los requisitos administra<vos e incorporar procesos 
adapta<vos y flexibles en la ges<ón de resultados. El conjunto de herramientas «Financiamiento de la 
sociedad civil en los países asociados» destaca los onerosos requisitos administraFvos y financieros que 
obstaculizan la efecFvidad de las organizaciones de la sociedad civil de los países asociados. Sugiere aliviar 
las restricciones de elegibilidad, adoptar un sistema de presentación de informes flexible, armonizar los 
procedimientos contables, descentralizar las aprobaciones y proporcionar apoyo para cumplir los 
requisitos administraFvos. 

3.7 Hacer que la par<cipación sea significa<va y reconstruir la confianza a través de narra<vas 
basadas en la solidaridad, no en la caridad 

Diseñar la par<cipación como una norma fundamental, no como un extra opcional. Aunque los 
proveedores se involucran con las organizaciones de la sociedad civil, los encuestados describen una 
erosión del diálogo y la confianza: las consultas son ad hoc o simbólicas, la sociedad civil es tratada 
principalmente como un proveedor de servicios, y el temor a represalias o a la pérdida de fuentes de 
financiamiento desalienta la incidencia políFca. Los proveedores deben insFtucionalizar diálogos 
estructurados e inclusivos con diversos actores de las OSC en las estrategias nacionales, los ciclos de los 
programas y las reformas de políFcas, garanFzando que las consultas conduzcan a soluciones creadas 
conjuntamente y que los circuitos de retroalimentación expliquen cómo las aportaciones de las OSC 
influyen en las decisiones. Deben asignarse recursos para una parFcipación equitaFva y liderada a nivel 
local (incluyendo la traducción, la accesibilidad y el apoyo financiero) y para el establecimiento de 
relaciones a largo plazo que reconozcan a la sociedad civil como un actor políFco y social. La 
Recomendación subraya que los actores de la sociedad civil deben parFcipar en el establecimiento de 
prioridades, el diseño, la implementación, el seguimiento y la evaluación de políFcas y programas a través 
de un diálogo insFtucionalizado, inclusivo y accesible. El conjunto de herramientas «Shi_ing Power with 
Partners» amplía estas orientaciones: insta a los proveedores a incluir a las organizaciones de la sociedad 
civil de los países asociados en los órganos de toma de decisiones, a favorecer la parFcipación de las 
personas marginadas y de las redes de organizaciones de la sociedad civil en los procesos de selección de 
asociados, a facilitar la concesión parFcipaFva de subvenciones, a respetar la autonomía de las 
organizaciones de la sociedad civil y a cubrir los costes para que puedan parFcipar en funciones de 
dirección. La parFcipación pública es un aspecto fundamental para reconstruir la confianza; los 
proveedores deben fortalecer el apoyo a diversas iniciaFvas de parFcipación pública y a narraFvas 
renovadas sobre la cooperación al desarrollo basadas en la solidaridad, no en la caridad. 

3.8 Tratar la represión digital como una cues<ón fundamental del entorno favorable 
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Integrar el espacio cívico digital en todos los compromisos de los pilares. La represión digital —
prohibiciones de plataformas, cierres, vigilancia, leyes contra la ciberdelincuencia— debería acFvar 
protocolos de alerta temprana y respuestas diplomáFcas. Los proveedores deberían financiar 
herramientas de comunicación seguras, auditorías y formación en seguridad digital, y defensa jurídica para 
los acFvistas procesados en virtud de las leyes cibernéFcas. Los medios de comunicación independientes, 
las iniciaFvas de verificación de datos y los programas de alfabeFzación cívica son cruciales para 
contrarrestar la desinformación. El conjunto de herramientas de Coordina<ng Ac<on for Civic Space 
destaca que los sistemas de alerta temprana son especialmente importantes en contextos en los que el 
espacio cívico se está reduciendo. Una programación y fuentes de financiamiento digitalmente sensibles 
y flexibles son esenciales para apoyar a la sociedad civil en estos contextos. 

3.9  Establecer normas de «no causar daño» para los recortes, las salidas y los reajustes de 
prioridades en la ayuda 

Abordar los recortes de la AOD y la reordenación de prioridades como amenazas para el entorno 
favorable. Los encuestados vinculan los recortes presupuestarios de los proveedores con el deterioro del 
espacio cívico. Los miembros del CAD deberían elaborar directrices para establecer normas mínimas de 
transición del financiamiento que incluyan la comunicación temprana, financiamiento de puente, la 
protección de los asociados principales, el mantenimiento de ventanas de flexibilidad para los actores 
locales y la coordinación para evitar «precipicios de financiamiento» repenFnos. En contextos frágiles, los 
proveedores deben evitar reFradas abruptas que dejen a los actores cívicos en una situación de 
vulnerabilidad. El conjunto de herramientas de CoordinaFng AcFon hace hincapié en que los proveedores 
deben equilibrar la protección del espacio cívico con las políFcas exteriores, de seguridad y comerciales, y 
adoptar un enfoque de «no causar daño» en todos los ámbitos políFcos para garanFzar que las acciones 
en otros ámbitos no socaven el espacio cívico. También aboga por mecanismos de coordinación de todo 
el gobierno para intercambiar información sobre cuesFones relacionadas con el espacio cívico entre los 
ministerios competentes y evitar consecuencias no deseadas de las normas contra el blanqueo de 
capitales y la lucha contra el terrorismo. 

3.10 Financiar la infraestructura del ecosistema de la sociedad civil y ampliar quién se considera 
parte de la sociedad civil 

Apoyar a las plataformas nacionales, las coaliciones regionales y los diversos actores de la sociedad civil. 
Las plataformas nacionales de organizaciones de la sociedad civil y las coaliciones regionales son 
fundamentales para la coordinación, la mediación adecuada, la incidencia políFca y las respuestas rápidas, 
pero siguen sin contar con la financiación suficiente. Los proveedores deben inverFr en estas estructuras 
y reconocer como asociados en igualdad de condiciones a las organizaciones de defensa de los derechos 
de las mujeres y a los movimientos más amplios por la jusFcia de género, los sindicatos, los grupos 
liderados por jóvenes, los movimientos informales/digitales y los pueblos indígenas. Es esencial conceder 
pequeñas subvenciones y apoyo básico plurianual dirigido a estos actores. Las principales inversiones de 
los proveedores y los programas de infraestructura deben incluir sistemáFcamente componentes de la 
sociedad civil con presupuestos específicos.  

La Recomendación del CAD compromete a los proveedores a aumentar la disponibilidad de apoyo flexible 
y predecible, incluida la financiación básica y basada en programas, para diversos actores de la sociedad 
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civil, en parFcular aquellos que representan a grupos marginados. Al hacerlo, los proveedores deberían 
armonizar y reducir las cargas administraFvas. Además, insta a los proveedores a apoyar alianzas 
estratégicas, redes, plataformas y centros de recursos a nivel regional, nacional y subnacional, y a 
garanFzar que los actores locales de la sociedad civil parFcipen en la toma de decisiones sobre el diseño, 
los presupuestos y la implementación. La Recomendación también alienta a explorar la mejor manera de 
apoyar a una amplia gama de actores de la sociedad civil, tanto formales como informales, tradicionales 
y de nuevos <pos, incluidos los movimientos sociales, los actores de la economía social, los sindicatos y 
las organizaciones religiosas. El conjunto de herramientas «Shi_ing Power with Partners» complementa 
estas disposiciones al recomendar que los proveedores modifiquen las modalidades de financiamiento 
para favorecer la apropiación y el liderazgo de las organizaciones de la sociedad civil de los países 
asociados, incluyendo apoyo básico y flexible, cobertura de costes y reparto de riesgos. 

4. Qué debería aportar la revisión de 2026 

Para garanFzar que la Recomendación siga siendo una norma viva y no un mero documento de referencia, 
los miembros del CAD y el Secretariado deberían aprovechar la revisión quinquenal para: 

1. Reafirmar el compromiso polí<co y reconocer las deficiencias en la implementación a través de 
las acciones de los proveedores. 

2. Ins<tucionalizar la alerta temprana → protocolos de acción temprana con desencadenantes, 
plazos y responsabilidades comparFdas. 

3. Restablecer el financiamiento de respuesta rápida, basándose en el Fondo Global de Protección 
Lighthouse, y ampliar el apoyo flexible/básico a las organizaciones de la sociedad civil.  

4. Implementar la financiación programá<ca y básica, el cumplimiento simplificado y el riesgo 
compar<do para permi<r el desarrollo de las OSC liderado a nivel local. 

5. Generalizar la incorporación del espacio cívico digital en la programación y la diplomacia. 

6. Simplificar el cumplimiento norma<vo y compar<r el riesgo, permiFendo el desarrollo liderado 
localmente en la prácFca. 

7. Establecer expecta<vas de «no causar daño» para los recortes y la reFrada de la ayuda. 

8. Incluir evaluaciones del impacto en el espacio cívico en las principales políFcas y programas de 
inversión. 

 

5. ¿Cómo sería el éxito?  

Pilar 1: Respetar, proteger y fomentar el espacio cívico (incluido el digital) 

• Menos situaciones en las que el apoyo sea «reacFvo y desigual». 

• Un cambio demostrable hacia respuestas oportunas y coordinadas (incluida la represión digital).  

Pilar 2: Apoyar y colaborar con la sociedad civil (financiamiento + par<cipación + protección) 

https://lighthousedefenders.org/
https://lighthousedefenders.org/
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• Un aumento cuanFficable de la accesibilidad al apoyo de los proveedores para los actores de los 
países asociados. 

• Una reducción de las barreras administraFvas (especialmente para los grupos más pequeños y en 
situación de riesgo).  

Pilar 3 — Fomentar la efec<vidad, la transparencia y la rendición de cuentas de las OSC (sin facilitar su 
instrumentalización) 

• Mayor reconocimiento y apoyo a los mecanismos de rendición de cuentas y transparencia 
liderados por las OSC como actores eficaces por derecho propio. 

• Los grupos más pequeños o locales ya no quedan excluidos estructuralmente por moFvos de 
cumplimiento normaFvo. 

6. Mensaje final: construir en lo que ya existe — con urgencia 

La Recomendación sigue siendo un marco vital para proteger el espacio cívico y empoderar a la sociedad 
civil. Sin embargo, las pruebas son inequívocas: la prácFca de los proveedores no ha estado a la altura de 
las ambiciones, y el deterioro del espacio cívico está superando a las reformas. Al adoptar un enfoque 
integral de los compromisos de la Recomendación, poner en prácFca protocolos de alerta temprana, 
reformar el financiamiento y el cumplimiento normaFvo, proteger la incidencia políFca y generalizar la 
incorporación de los derechos digitales, los miembros del CAD pueden pasar del compromiso a la 
capacidad. La sociedad civil está dispuesta a colaborar en esta labor; lo que se necesita es una voluntad 
políFca decidida y una implementación coherente. 

 


